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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto para adicionar dos párrafos al Artículo 165 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone acotar la figura del fuero.
Planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.
Primera Lectura de la Iniciativa: 6 de Septiembre de 2016.

Segunda Lectura de la Iniciativa: 20 de Septiembre de 2016.
Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.
Primera Lectura del Dictamen: 

Segunda Lectura del Dictamen:

Dictamen de Declaratoria:

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 
Iniciativa que presenta  el Diputado  Jesús de León Tello conjuntamente con los Diputados  integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 21 Fracciones IV y 152 fracción I de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA ADICIONAR DOS PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 165  DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

Exposición de motivos
En fecha 27 de enero del año 2010, el grupo parlamentario del PAN en la LXI Legislatura del H. Congreso de la Unión, presentó en voz de senadores y diputados una iniciativa de reforma en materia de fuero constitucional, misma que recogía y atendía propuestas de otros grupos parlamentarios a efectos de ser incluyente e integral. De ella, rescatamos por su valiosa aportación y claridad al objetivo de la presente, los párrafos siguientes de la exposición de motivos correspondiente:

Inicio de cita textual “….De todos es conocido que existe una enorme confusión sobre los términos de "inmunidad parlamentaria" y "fuero constitucional", aspecto que motiva la presentación de la presente iniciativa a fin de desentrañar cada una de ellas a la luz de la doctrina e interpretación jurídica que se ha hecho sobre ambas. 

La inmunidad parlamentaria y el fuero no son prerrogativas o privilegios recientes, tienen sus orígenes primarios desde la Edad Media, pues si bien no existían en ese entonces parlamentos instituidos, en España aparecían los "procuradores", que eran representantes de la sociedad feudal y se les concedía como prerrogativas la seguridad personal y patrimonial para el cumplimiento de su función, así, con la aparición de los regímenes camarales evolucionan tales instituciones. 

A) "Inmunidad parlamentaria" 

El maestro Felipe Tena Ramírez, al referirse a dicho atributo de la función legislativa, lo establece como inviolabilidad por la expresión de opiniones, conceptuándolo como una irresponsabilidad de los legisladores respecto de conductas ilícitas en que puedan incurrir por expresar sus opiniones, pues las mismas están exentas de represión alguna siempre que hayan sido hechas durante y en el ejercicio de su encargo. 
Podemos decir entonces que la inviolabilidad de sus opiniones radica en la ponderación de bienes jurídicos de menor envergadura que el derecho de los parlamentarios a deliberar y expresarse libremente sin censura alguna, siéndole propios a dicha inmunidad los actos por los cuales el legislador realiza todas sus funciones, comprendiendo dentro de ellas las votaciones, opiniones escritas o de viva voz, dictámenes, enmiendas, publicaciones, reseñas, mociones, proposiciones y todas las expresiones que el legislador realice por cualquier forma de comunicación en el ejercicio de su encargo, todo lo anterior en aras de proteger la libre discusión y decisión parlamentaria que forme la expresión de la voluntad camaral. 

Respecto a esa inviolabilidad, la iniciativa que se propone establece la adición a los aspectos que son materia de la inviolabilidad del "voto", dándole a este último el carácter de la expresión de la voluntad definitiva, previendo como ejemplo un sinnúmero de constituciones que incluyen a la emisión del voto como aspecto de protección y libre de censura. 

Franca coincidencia encuentra la doctrina con las tesis vertidas por los órganos pertenecientes a la Suprema Corte de Justicia, en el sentido de conceptuar la inmunidad parlamentaria, al argumentar que esa prerrogativa tiene como objeto garantizar la total y absoluta libertad de palabra de los legisladores, adicionando la inviolabilidad incluso a materias como la civil o administrativa. 
B) "Fuero constitucional" 

El fuero constitucional es la institución emanada del artículo 111 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos pudiendo dar cuenta que éste no es exclusivo de diputados y senadores, sino además de una serie de funcionarios previstos en el mencionado artículo, consistiendo dicha prerrogativa en que para proceder penalmente contra los funcionarios previstos por la comisión de delitos consumados durante el tiempo de su encargo se requiere como un acto prejudicial que la Cámara de Diputados declare si ha lugar o no a proceder penalmente contra el probable responsable; es decir, que previo a poder ser procesado penalmente se requiere una declaración de procedencia. 

El fuero constitucional es visto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como una inmunidad procesal para que los funcionarios previstos en el citado artículo 111 sólo puedan ser procesados penalmente por los delitos cometidos en el tiempo que dure su encargo, si existe previamente una declaración de procedencia emanada de la Cámara de Diputados con el sentido: "ha lugar a proceder penalmente". 

De las anteriores reflexiones podemos llegar a la conclusión que aun cuando se confunden ambas instituciones, la "inmunidad parlamentaria" y el "fuero constitucional" o "inmunidad procesal", son prerrogativas propias de los senadores y diputados pertenecientes al Congreso de la Unión, mientras que el resto de los funcionarios previstos en el citado artículo 111 constitucional únicamente gozan del aludido "fuero constitucional" o "inmunidad procesal"……
……

Debe quedar fuera de toda duda el alcance de las llamadas "inmunidades parlamentarias y procesales", pues tales atributos deben ser brindados por la Constitución Política del país únicamente para proteger y mantener la función legislativa ajena al sometimiento de cualquier otro poder, por lo que se estima pertinente establecer que la duración del atributo de la inmunidad parlamentaria y procesal será una vez que hayan asumido su cargo con la formal protesta de ley y hasta la conclusión del periodo para el cual fueron electos….
……..

A lo largo de los últimos años, en razón de las distintas corrientes e ideologías a las que pertenecen los niveles de gobierno, se ha hecho patente en mayor medida la posibilidad de proteger a la función legislativa pero no promover bajo dicha figura a la impunidad, pues ya de por sí la imagen del legislador ha sido demeritada en razón del uso equivocado de tales instituciones para escapar momentáneamente de la acción de la justicia, debido a que se establece la posibilidad de que los legisladores puedan, en caso de que exista alguna causa o acusación en su contra, hacer uso de la posibilidad de renunciar a la inmunidad parlamentaria y procesal, únicamente para hacer frente a tales acusaciones. 

Dicha renuncia tendría como efecto despojar parcialmente al legislador de la inmunidad procesal y parlamentaria solo en lo referente a las actuaciones que se deriven de las causas motivo de la renuncia, permitiéndole continuar gozando de dicha inmunidad procesal y parlamentaria sobre otros asuntos fuera de los que la motivaron. 

Lo anterior tendría como propósito que un legislador ante una acusación pueda optar por esperar a que la autoridad respectiva solicite la declaración de procedencia o continuar gozando del cargo que ostenta y enfrentar tales acusaciones a través de una renuncia parcial de tal atributo, permitiéndole ello continuar con su encargo en tanto no reciba una sanción privativa que le impida seguir con el cargo que se la ha conferido…..” Fin de la cita textual
El tema del fuero y su eliminación o en su caso, acotamiento, no es nuevo, supera ya una década en las agendas legislativas federales y locales. Las iniciativas y las propuestas han sido muchas y variadas. El problema se centra en dos ejes temáticos principales y en dos objetivos legislativos que a veces, suelen ser ambiguos e imprecisos.
I.- Desaparecer la figura del Fuero Constitucional, y en su caso de la inmunidad procesal en forma plena, y que todo servidor público (especialmente de los de elección popular) quede sujeto a los procesos penales en los mismos términos que los particulares.  La propuesta en cuestión, consideran los especialistas, no es mala; el problema es que los haría blanco fácil de venganzas políticas y el uso del poder político en sus perjuicios, pudiendo ser víctimas de fabricación de delitos, y averiguaciones previas y procesos penales llevados con suma agilidad y en brevedad de tiempo para impedir que sus labores como funcionario continúen, para impedir que critiquen, combatan o exhiban cosas y hechos que no sean de la conveniencia de ciertos gobernantes o partidos en el poder dentro de un ámbito determinado.

II.- Acotar la figura del Fuero al punto en que se respete en todo servidor público (con fuero), como en los particulares, el principio de presunción de inocencia, y sea despojado del mismo, hasta que sea  emitida la sentencia definitiva por el juzgador de la causa. Y en ese momento, se le separe del cargo mediante la figura ya conocida de Declaración de Procedencia en Matera Penal. Debiendo ser el proceso ágil e inmediato con relación a la fecha en que la sentencian es emitida. Esta figura, se considera, colmaría las expectativas y demandas sociales en el sentido de que el Fuero no garantice la impunidad de los servidores públicos, y en el sentido, a la vez, de que no existan cacería de brujas desde el poder público en contra de servidores con Fuero que resulten incómodos para un gobernante o partido determinado.
Los servidores públicos de elección popular, especialmente los legisladores, llámese senadores, diputados federales y diputados locales, así como los ediles. Requieren no sólo de la inmunidad parlamentaria para proteger sus derechos a expresarse libremente sobre los temas tratados en sus ámbitos de competencia, y de votar libremente en cada iniciativa o propuesta; sino que además, deben gozar de un adecuado y bien definido equilibrio de lo que es el Fuero  y la Inmunidad Procesal, que termine de una vez por todas con el extremo que se refiere a que el Fuero sea una garantía de impunidad, una “facultad” para delinquir sin temer la aplicación de la ley.
Y, a su vez, no se incurra en el otro extremo, cuando los legisladores que tratan de hacer su trabajo, de ventilar temas álgidos, de dar a conocer la verdad al público, de exhibir la corrupción y de combatir las malas o fallidas acciones de los gobiernos, sean perseguidos y destituidos de sus puestos con acciones de prevaricación de la justica en sus perjuicios, de delitos fabricados para perjudicarlos y frenar sus quehaceres.

Asimismo, estas consideraciones deben observarse para todos los servidores públicos a los que la Constitución Local les reconoce la investidura del fuero y la inmunidad procesal en los términos del artículo 165 de nuestra Constitución local; y no sólo a los legisladores, regidores y síndicos.

Sirven de soporte a todo lo señalado los criterios de la Corte que exponemos a continuación:
Novena Época; Registro:
190589; Instancia: Primera Sala; Tesis AisladaFuente:

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, Diciembre de 2000; Materia(s): Constitucional.
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INMUNIDAD PARLAMENTARIA Y FUERO CONSTITUCIONAL. SU APLICACIÓN CUANDO SE TRATA DE RESPONSABILIDAD PENAL Y DE RECLAMACIONES CIVILES QUE SE IMPUTAN A UN DIPUTADO FEDERAL.













El artículo 61 de la Constitución Federal consagra la figura de la "inmunidad parlamentaria" como una garantía otorgada a los diputados federales y senadores, sólo por lo que hace a las opiniones que manifiesten en el desempeño de sus cargos, a grado tal que nunca podrán ser reconvenidos por ellas; mientras que el diverso artículo 111 de la propia Carta Magna, contempla la institución del "fuero constitucional", bajo la denominación actual de declaración de procedencia, como una garantía de carácter procesal, otorgada a diversos funcionarios públicos expresamente enunciados, entre ellos, los diputados y senadores. De ahí que, aunque son conceptos distintos, existe la posibilidad de que en materia penal se presente la conjugación de ambas figuras, precisamente en el caso de que un diputado federal atribuyera a una persona un hecho que puede ser constitutivo de delito, supuesto en el cual para proceder contra aquél, primeramente habría necesidad de hacer la declaración de procedencia prevista en el artículo 111 constitucional y después determinar si se está o no en el caso de la inmunidad a que se refiere el artículo 61 en cita. En cambio, si la imputación de ese hecho sólo puede generar afectación en derechos de orden civil del congresista, únicamente debe atenderse a la figura de la inmunidad sustantiva y, por ende, el fuero constitucional es totalmente ajeno; conclusión que se refuerza con el contenido del octavo párrafo del mencionado artículo 111, introducido mediante reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación de veintiocho de diciembre de mil novecientos ochenta y dos, sin mayor virtud que la de refrendar con ánimo clarificador lo ya dicho en el primer párrafo de ese numeral a propósito de la necesidad de declaración de procedencia en materia penal. Esto es si en el primer párrafo se estableció desde el origen de la actual Ley Fundamental, que ese requisito era necesario en materia penal, obligado era deducir que no abarcaba a la materia civil; pero conforme al octavo párrafo, del artículo 111 referido, desecha cualquier resquicio de que también rige para la materia civil, pues categóricamente y sin ambages así lo declara. En consecuencia, si la reclamación jurisdiccional que se endereza contra un diputado federal es de índole civil, exclusivamente debe ponderarse el fuero-inmunidad a que se refiere el artículo 61 constitucional, sin tomar en consideración el fuero de procedibilidad consagrado en el artículo 111 constitucional; lo que no implica que exista impedimento para demandarlo en la vía civil por actos que realice como particular, ajenos a su encargo o al quehacer parlamentario.

Novena Época; 
Registro:
200103; Pleno Jurisprudencia; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Junio de 1996
; Materia(s): Constitucional, Penal; P./J. 38/96
; Página:  387








CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. DESAFUERO, PROCEDIMIENTO DE. SUS NOTAS DISTINTIVAS.



La declaración de procedencia o de desafuero, como tradicionalmente se le conoce, es diferente al juicio político; constituye un requisito de procedibilidad sin el cual no se puede ejercitar la acción penal correspondiente ante las autoridades judiciales y, por tanto, es un procedimiento autónomo del proceso que no versa sobre la culpabilidad del servidor, es decir, no prejuzga acerca de la acusación. El resultado del primero no trasciende necesariamente al sentido del fallo en el proceso penal. Por eso, la Constitución Federal atingentemente prevé que una resolución adversa de la Cámara de Diputados para suprimir del fuero a determinado servidor público no impide que cuando éste haya concluido el ejercicio de su encargo, el procedimiento inicie o continúe su curso, si no ha prescrito la acción penal.
En este orden de ideas, este grupo parlamentario coincide plenamente con la necesidad de que la figura del Fuero sea modificada sobre bases más reales, acordes a la realidad, y que aseguren que este no sea una garantía de impunidad o de acciones ilegales que no serán castigadas en virtud de tal prerrogativa de los funcionarios que gozan del mismo.
Por lo anteriormente expuesto, presentamos el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se adicionan dos párrafos al artículo 165 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 165.  Párrafo primero……
Los funcionarios antes mencionados que se encuentren sujetos a una averiguación previa o proceso penal, no serán separados de sus cargos hasta en tanto no se dicte de parte del juzgador la sentencia definitiva; mientras tanto, deberán defenderse, acudir a los citatorios y audiencias y atender todos los requerimientos de las autoridades de procuración de justicia y judiciales  sin excepción alguna.
Emitida la sentencia definitiva, al Congreso del Estado procederá a realizar de inmediato  el proceso de Declaración de Procedencia en Materia de responsabilidad  Penal, el cual deberá iniciarse dentro de los primeros cinco días hábiles posteriores  a la fecha en que fue dictada la sentencia, y concluirse en un plazo no mayor a veinte días hábiles.

……………….
Transitorios:

PRIMERO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.
TERCERO.- El Congreso del Estado deberá realizar todas las adecuaciones a la legislación del rubro, a efectos de establecer las bases, los plazos y las condiciones señalados en el presente decreto.

Saltillo Coahuila, a 06 de septiembre del 2016
“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

      COORDINADOR
DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS

DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ
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